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(boletín N° 3878-17)

“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un
proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos
Humanos.

I. ANTECEDENTES.

Tanto en mi Mensaje del 21 de mayo pasado, como en mi
propuesta “No hay mañana sin ayer”, anuncié la creación del
Instituto de Derechos Humanos. 

La misma propuesta de creación hizo en su informe la
Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura. Esta
sostuvo que tenía que haber medidas institucionales que
cristalizaran en la creación de este Instituto. Este debía
promover,  a  través  de  la  educación,  el  respeto  a  los
derechos  humanos  y  hacerse  cargo  del  patrimonio  y  la
confidencialidad de la información acumulada en Chile desde
los  archivos  de  la  Vicaría  de  la  Solidaridad  hasta  el
trabajo de esta Comisión.

Las  demás  medidas  propuestas  por  esta  Comisión  se
encuentran cumplidas. La principal de ellas se materializó
en la Ley Nº 19.992, que estableció beneficios a favor de
las  personas  que  fueron  víctimas  de  prisión  política  y
tortura. 

Esta  propuesta  es  sin  perjuicio  del  proyecto  de
reforma constitucional que crea el Defensor del Ciudadano
como un organismo autónomo, con personalidad jurídica de
derecho público y patrimonio propio, encargado de velar por
la defensa y promoción de los derechos e intereses de las
personas  ante  actos  u  omisiones  de  los  órganos  de  la
Administración del Estado, en lo relativo a la satisfacción
de las necesidades públicas. Este proyecto se encuentra en
primer trámite en la Cámara de Diputados, en la Comisión de
Constitución, Legislación y Justicia. 

En  el  pasado  existió  la  Corporación  Nacional  de
Reparación  y  Reconciliación,  como  un  servicio  público
encargado de coordinar, ejecutar y promover las acciones
necesarias  para  el  cumplimiento  de  las  recomendaciones
contenidas en el informe de la Comisión Nacional de Verdad
y Reconciliación. Dicha Corporación existió entre los años



1992 y 1996. Su tarea fue asumida, en lo medular, por el
Programa de Derechos Humanos dependiente del Ministerio del
Interior. 

Sin embargo, el Instituto que proponemos crear tiene
un objetivo mucho más amplio que el Defensor del Ciudadano
y  el  que  tuvo  la  Corporación,  como  quedará  claro  más
adelante.

Cabe señalar que en América Latina sólo Brasil, Chile
y  Uruguay  no  disponen  de  una  institución  nacional  de
derechos  humanos.  La  posibilidad  de  establecer  esta
institución fue promovida por el Comité Sobre los Derechos
del Niño el año 2002.

II. LOS MODELOS COMPARADOS.

Existen  en  la  actualidad  distintos  modelos  de
institutos de derechos humanos.

En primer lugar, existen las Comisiones Nacionales de
Derechos  Humanos.  Estas  son instituciones  dirigidas
generalmente por un consejo o cuerpo colegiado con amplia
representatividad  de  la  sociedad  civil  y  cuyo  mandato
incluye  la  investigación  de  denuncias,  la  educación  en
derechos humanos y el estudio de eventuales proyectos de
ley  en  la  materia.  A  esta  categoría  pertenecen  los
institutos  de  Indonesia,  India,  Sudáfrica,  Camerún  y
Uganda, entre otras. 

En segundo lugar, están las Comisiones Consultivas de
Derechos  Humanos.  Al  igual  que  la  anterior,  tienen  un
consejo colegiado de amplia representación, pero su mandato
no incluye la posibilidad de investigar denuncias sino que
se circunscribe a una labor de asesoramiento al gobierno en
política de derechos humanos. Aquí es posible nombrar como
ejemplos los casos de Francia y Marrueco.

En  tercer  lugar,  se  encuentran  las  Comisiones
Nacionales Anti-discriminación. Su mandato se circunscribe
a temas de discriminación, por razones religiosas, étnicas,
sexuales, etc. Tal es el caso de Canadá, Australia y Nueva
Zelanda  y  también,  aunque  con  un  mandato  aún  más
específico, la Comisión de Igualdad de Oportunidades de
Inglaterra.

En  cuarto  lugar,  está  el  modelo  ombusdman.  Esta
institución, a diferencia de las anteriores, descansa en
una sola persona y no en un cuerpo colegiado. Su origen
viene  del  modelo  sueco  y  generalmente  su  mandato  es
específico y circunscrito a la “mala administración”, temas
de  discriminación  étnica,  discriminación  por  género  y
derechos de la infancia y su trabajo opera dentro de un
sistema  en  que  hay  un  conjunto  de  instituciones
interrelacionadas.

Finalmente, está el defensor del pueblo. Su diferencia
principal con el ombusdman, es que en una sola institución



se  abarcan  diversos  mandatos  que  generalmente  serán
asumidos por distintos ombudsman. El modelo tiene su origen
en España y en Latinoamérica ha sido ampliamente adoptado.
El  Procurador  de  Derechos  Humanos  de  Guatemala  es  un
ejemplo; asimismo, a pesar de su denominación, la Comisión
de Derechos Humanos de México.

En definitiva, los modelos comparados indican que se
trata  de  organismos  cuyas  funciones  tienen  que  ver
básicamente con la promoción y protección de los derechos
humanos.  Incluyen  entre  sus  potestades  la  de  examinar
periódicamente  la  política  y  la  normativa  de  los
respectivos  Estados.  No  se  trata  de  organismos  ni
judiciales ni legislativos; tampoco son organizaciones no
gubernamentales  ni  administrativas.  Tienen  carácter
independiente  y  están  integrados  por  miembros  que
representan a la sociedad civil.

III. LAS RECOMENDACIONES DE LAS NACIONES UNIDAS.

En 1991, bajo el auspicio de las Naciones Unidas, se
realizó un encuentro de las instituciones nacionales de los
derechos  humanos  en  París.  Como  resultado  de  este
encuentro,  se  acordó  un  documento,  conocido  como  “Los
Principios  de  París”.  Estos  han  servido  como  el  marco
dentro del cual los institutos nacionales son evaluados.
Este documento fue posteriormente adoptado por la Asamblea
General de las Naciones Unidas en 1993.

“Los Principios de París” postulan que los institutos
deben tener independencia, ser pluralistas, tener autonomía
y estabilidad. También deben poseer una competencia mínima
y una modalidad de funcionamiento que le permita realizar
sus tareas.

El principio de independencia postula que el organismo
debe ser independiente de toda otra autoridad del Estado,
para que pueda cumplir con eficacia su rol de promoción y
protección de los derechos humanos.

El principio de pluralismo sostiene que la composición
y  nombramiento  de  los  miembros,  debe  asegurar  una
representación de la sociedad civil. 

El principio de autonomía postula que el organismo
debe  contar  con  una  infraestructura  adecuada,  tener
financiamiento suficiente y no estar sujetos a controles
que limiten su independencia. 

El principio de estabilidad postula que los miembros
del organismo deben durar un plazo determinado en su cargo,
sin que puedan ser removidos arbitrariamente.

En materia de competencia, “Los Principios de París”
sugieren  que  estos  organismos  tengan  un  mandato  amplio
(promoción  y  protección  de  los  derechos  humanos)  y  que
dicho  mandato  esté  claramente  enunciado  en  un  texto
constitucional o legislativo, que establezca su composición



y su ámbito de competencia. Sus atribuciones deben incluir,
entre otras, la elaboración de informes sobre la situación
nacional en materia de derechos humanos en general o sobre
cuestiones más específicas; llamar la atención del Gobierno
en las situaciones de violación de los derechos humanos en
cualquier parte del país, proponer medidas encaminadas a
poner término a esas situaciones y, en su caso, emitir un
dictamen  sobre  la  posición  y  reacción  del  gobierno;
promover y asegurar que la legislación, los reglamentos y
las prácticas nacionales se armonicen con los instrumentos
internacionales de derechos humanos en los que el Estado
sea parte, y que su aplicación sea efectiva; alentar la
ratificación  de  esos  instrumentos  o  la  adhesión  a  esos
textos  y  asegurar  su  aplicación;  contribuir  a  la
elaboración de los informes que los Estados deban presentar
a los órganos y comités de las Naciones Unidas, así como a
las  instituciones  regionales;  cooperar  con  las  Naciones
Unidas, las instituciones regionales y las instituciones de
otros países que sean competentes en las esferas de la
promoción y protección de los derechos humanos; colaborar a
la elaboración de programas relativos a la enseñanza y la
investigación  en  la  esfera  de  los  derechos  humanos  y
participar  en  su  aplicación  en  el  ámbito  escolar,
universitario y profesional.

Finalmente,  respecto  de  las  modalidades  de
funcionamiento, “Los Principios de París” postulan que en
el marco de sus actividades, la institución nacional deberá
examinar libremente todas las cuestiones comprendidas en el
ámbito  de  su  competencia  que  le  sean  sometidas  por  el
gobierno o particulares o que decida conocer en virtud de
sus atribuciones; recibir todos los testimonios y obtener
todas las informaciones y documentos necesarios para el
examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su
competencia; mantener la coordinación con los demás órganos
de carácter jurisdiccional o de otra índole encargados de
la  promoción  y  protección  de  los  derechos  humanos  (en
particular,  ombudsman,  mediadores  u  otras  instituciones
similares)  y,  finalmente,  establecer  relaciones  con
organizaciones  no  gubernamentales  que  se  ocupen  de  la
promoción y protección de los derechos humanos.

IV. EL PROYECTO.

El proyecto que se propone a vuestra consideración,
toma  en  cuenta  los  modelos  comparados  y  se  ciñe
estrictamente  a  los  Principios  de  París  y  a  nuestra
historia reciente.
1. Naturaleza jurídica.

El  Instituto  Nacional  de  Derechos  Humanos  que  se
propone es, en primer lugar, una corporación autónoma de



derecho  público,  con  personalidad  jurídica  y  patrimonio
propio.

No se trata, en consecuencia, de una corporación de
derecho privado. Eso la asimilaría a una ONG y le impediría
ejercer potestades públicas.

Sin embargo, no forma parte de los cuadros orgánicos
de la Administración. No es, en nuestra terminología, un
órgano de la Administración del Estado, colaborador del
Presidente  de  la  República  con  su  tarea  de  gobierno  y
administración. 

Se  trata  de  una  entidad  autónoma  del  Gobierno,  no
sujeta,  por  tanto,  a  controles  jerárquicos,  ni  de
supervigilancia o tutela. Expresamente el texto subraya que
sea una “corporación autónoma”.

Con el fin de garantizar su autonomía, se le dota de
personalidad  jurídica  propia.  Con  ello,  no  necesita
recurrir a la personalidad jurídica del Fisco para actuar
en el mundo del derecho. Lo anterior se refuerza con su
personalidad de derecho público, pues ésta se otorgada por
el  Legislador  y  no  es  revocable  por  la  autoridad
administrativa ni por intervención de los tribunales.

Al contar con patrimonio propio, puede poseer bienes,
y actuar como deudor y acreedor en la vida jurídica. Su
patrimonio está compuesto por los recursos que anualmente
ponga  a  su  disposición  la  Ley  de  Presupuesto,  por  los
aportes  de  la  cooperación  internacional,  los  bienes
inmuebles o muebles que se le transfieran o adquieran y,
finalmente, por las donaciones, herencias y legados que el
organismo acepte.

La autonomía se refuerza por la designación de los
miembros  de  su  órgano  directivo,  los  cuales  una  vez
nombrados, no pueden ser removidos sino con acuerdo del
órgano que los designó.
2. Orgánica.

El  Instituto  Nacional  de  Derechos  Humanos  que  se
propone, consta de tres órganos.

En primer lugar, la Dirección Superior le corresponde
a un Consejo, integrado por siete consejeros. De éstos, uno
lo designa la Cámara de Diputados, otro el Senado, otro es
designado por los decanos de las facultades de derecho de
las universidades integrantes del Consejo de Rectores o de
las  Universidades  autónomas;  el  cuarto  Consejero  es
designado por las instituciones vinculadas a la defensa y
promoción  de  los  derechos  humanos.  Los  otros  tres
consejeros  son  designados  por  el  Presidente  de  la
República. Los consejeros duran seis años en sus cargos.

Al  Consejo  le  corresponde  aprobar  los  planes  y
programas de acción del Instituto, pronunciarse acerca de
los  informes  anuales  que  deba  emitir  y  resolver  las
materias que sean necesarias para el adecuado desarrollo de
la competencia del Instituto.



La regla general es que el Consejo adopte sus acuerdos
por la simple mayoría de sus miembros. Sin embargo, para
hacer  presente  al  Gobierno  y  a  los  distintos  órganos
públicos situaciones prácticas o actuaciones de violaciones
a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del
país, se requiere el acuerdo de los dos tercios.

En  segundo  lugar,  se  encuentra  el  Director  del
Instituto. Este es elegido por el Consejo de entre los tres
consejeros  que  designa  el  Presidente.  Al  Director  le
corresponde  representar  judicial  y  extrajudicialmente  al
Instituto,  así  como  ejercer  su  representación
internacional. También le cabe presidir las sesiones
del  Consejo,  dirigir  administrativamente  el  Instituto  y
realizar todas las acciones que el Consejo le encomiende.

En  tercer  lugar,  el  Instituto  tiene  un  Consejo
Consultivo Nacional. En él deben estar representados todos
los  organismos  sociales  y  académicos  dedicados  a  la
promoción  y  defensa  de  los  derechos  humanos  y  las
libertades  fundamentales.  Le  corresponde  prestar  su
asesoría  al  Consejo  en  todas  aquellas  cuestiones  de  su
competencia,  en  que  se  requiera,  para  una  adecuada
resolución, del pronunciamiento de la sociedad civil.

En  cuarto  lugar,  su  estructura  interna  y  sus
procedimientos la definirán los estatutos.

Sin perjuicio de estos tres órganos, el Consejo puede
establecer comisiones internas de trabajo, y acordar la
instalación de oficinas regionales.
3. Flexibilidad operativa.

Con  el  fin  de  facilitar  el  funcionamiento  del
Instituto y reforzar el hecho que no es un órgano de la
administración del Estado, el proyecto de ley propone una
serie de instituciones destinadas a darle una flexibilidad
operativa.

En esta línea, en primer lugar, el proyecto propone
que  las  personas  que  presten  servicio  en  el  Instituto,
tengan el carácter de trabajadores del sector privado y se
rijan  exclusivamente  por  los  respectivos  contratos  de
trabajo y por la legislación laboral común.

En segundo lugar, el proyecto propone que los actos
que celebre o ejecute el Instituto también se rijan por las
normas del derecho privado, no por las disposiciones que
rigen a los órganos de la administración del Estado.

En  tercer  lugar,  para  el  ejercicio  de  sus
atribuciones, el Instituto podrá solicitar la colaboración
de los distintos órganos de Estado y recibir todos los
testimonios y obtener todas las informaciones y documentos
necesarios para el examen de las situaciones comprendidas
en el ámbito de su competencia. Igualmente, el Instituto
podrá celebrar convenios con Instituciones o Corporaciones
sin fines de lucro, para que éstas presten la asistencia



profesional  necesaria  para  cumplir  con  los  fines  del
Instituto. 

En  cuarto  lugar,  su  estructura  interna  y  sus
procedimientos los definirán sus estatutos. 

Sin perjuicio de todo lo anterior, se establecen dos
normas destinadas a asegurar el debido uso de los recursos
públicos, en  atención a  que una  parte del  costo de  su
funcionamiento se financia con cargo al presupuesto de la
Nación. 

En tal sentido, el proyecto establece, por una parte,
que el Instituto estará sometido a la fiscalización de la
Contraloría General de la República en lo que concierne al
examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos.
Por la otra, el proyecto establece que la información del
movimiento financiero y presupuestario del Instituto, debe
cumplir con las normas establecidas en el Decreto Ley Nº
1263, de 1975, sobre administración financiera del Estado.
4. Transparencia.

El proyecto establece, enseguida, que las actuaciones
del Instituto y sus recomendaciones son públicas. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo del Instituto
podrá determinar que ciertas actuaciones, antecedentes o
documentos sean reservados. En este caso, los consejeros y
funcionarios estarán obligados a guardar sigilo.
5. Representatividad.

El proyecto también asegura la representatividad de la
sociedad civil en sus órganos. De un lado, porque en su
Consejo tienen que existir representantes de instituciones
vinculadas  a  la  defensa  y  promoción  de  los  derechos
humanos. Además, porque deben tener trayectoria en este
ámbito. Del otro, porque en el Consejo Consultivo Nacional
tienen que estar representados los organismos sociales y
académicos  dedicados  a  la  promoción  y  defensa  d  e  los
derechos humanos y las libertades fundamentales.
6. Funciones.

El Consejo tiene dos tipos de funciones. En primer
lugar,  tiene  una  función  genérica:  la  promoción  y
protección  de  los  derechos  humanos  de  las  personas  que
habiten en el territorio de Chile. 

Este  objeto  genérico  marca  la  diferencia  con  el
Defensor del Ciudadano, tal como se propuso en el proyecto
de reforma constitucional en actual trámite, pues su tarea
es mucho más amplia que defender a las personas de los
actos ilegales y arbitrarios de la Administración. También
diferencia  a  este  Instituto  de  los  organismos  anti
discriminación  que  existen  en  la  legislación  comparada,
pues su objeto comprende más aspectos.

El  proyecto  entiende  por  derechos  humanos  aquellos
esenciales que emanan de la naturaleza humana, y que se
encuentran establecidos en las normas constitucionales y
legales chilenas, así como en los tratados internacionales



que hubieren sido ratificados por Chile y que se encuentren
vigentes.

En  segundo  lugar,  le  corresponde  al  Instituto
funciones  específicas.  Estas  pueden  agruparse  en  cinco
grandes  categorías:  las  de  constatación,  las  de
representación, las de proposición, las de promoción y las
vinculadas a violaciones a derechos humanos.
a. Funciones de constatación.

En primer lugar, le corresponde al Instituto elaborar
un informe anual, que deberá presentar al Presidente de la
República, al Congreso Nacional y al Presidente de la Corte
Suprema, sobre la situación nacional en materia de derechos
humanos y hacer las recomendaciones que estime convenientes
para su debido resguardo y respeto.

En  el  mismo  sentido,  le  corresponde  al  Instituto,
colaborar,  en  el  ámbito  de  sus  atribuciones,  con  el
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  y  demás  servicios
públicos relacionados, en la elaboración de los informes
que  el  Estado  deba  presentar  a  los  órganos  y  comités
especializados de las Naciones Unidas y de la Organización
de Estados Americanos, así como de las demás instituciones
regionales.
b. Funciones de representación.

En segundo lugar, le corresponde al Instituto, hacer
presente al Gobierno y a los distintos órganos públicos que
estime  convenientes,  las  situaciones,  prácticas  o
actuaciones  de  violación  de  los  derechos  humanos  que
ocurran en cualquier parte del país. 

El ejercicio de esta función, por la relevancia que
tiene, necesita de un quórum mayor que la de la simple
mayoría para ser ejercida.
c. Funciones de proposición.

En tercer lugar, le corresponde al Instituto poner en
conocimiento de otros entes dotados de poder de decisión,
las medidas que estime deban adoptarse para favorecer la
protección y la promoción de los derechos humanos. En el
mismo sentido, le corresponde promover que la legislación,
los reglamentos y las prácticas nacionales se armonicen con
los instrumentos internacionales de derechos humanos en los
que el Estado sea parte.
d. Funciones de promoción.

Al  Instituto  le  corresponde  también  difundir  el
conocimiento  de  los  derechos  humanos,  favorecer  su
enseñanza en todos los niveles del sistema educacional y
promover  la  realización  de  investigaciones,  estudios  y
publicaciones, otorgar premios, patrocinar actos y eventos
relativos a estas materias, y realizar todo aquello que
propenda  a  consolidar  una  cultura  de  respecto  a  los
derechos humanos en el país. 

Además,  le  corresponde  prestar  su  asesoría,  en
materias  de  su  competencia,  a  organismos  públicos  y



privados  que  lo  soliciten;  asimismo,  desarrollar  la
cooperación,  asesoría  técnica  e  interlocución  con
corporaciones, fundaciones y demás organizaciones privadas
cuyos  objetivos  se  relacionen  con  las  funciones  del
Instituto, y celebrar con ellas convenios para ejecutar
proyectos o acciones de interés común.

Asimismo,  en  su  rol  de  promoción,  le  corresponde
cooperar  con  las  Naciones  Unidas,  las  instituciones
regionales y las instituciones de otros países que sean
competentes, en la promoción y protección de los derechos
humanos.
e. Funciones  vinculadas  a  la  violación  de  derechos
humanos.

Producto de nuestra traumática experiencia reciente en
materia  de  violaciones  a  los  derechos  humanos,  se  ha
considerado  conveniente  que  el  Instituto  tenga  las
siguientes funciones vinculadas a ello.

En primer lugar, que el Instituto tenga por propósito
promover acciones tendientes a determinar el paradero y las
circunstancias de la desaparición o muerte de las personas
detenidas  desaparecidas  y  de  aquellas  que  no  obstante
existir reconocimiento legal de su deceso, sus restos no
han sido ubicados, establecidas en el artículo 6° de la Ley
N°  19.123,  y  que  fueron  reconocidos  como  tales  por  la
Comisión  Nacional  de  Verdad  y  Reconciliación  o  por  la
Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación. En el
cumplimiento de este objetivo, deberá recopilar, analizar y
sistematizar toda información útil a este propósito; podrá
hacerse  parte  o  coadyuvar  en  los  procesos  civiles  o
criminales; requerirá información acerca del funcionamiento
de los mecanismos reparatorios e impulsará, coordinará y
difundirá acciones de orden cultural y simbólico destinados
a  complementar  el  respeto  a  los  derechos  humanos  y  a
reivindicar  a  las  víctimas  y  a  preservar  su  memoria
histórica.

En segundo lugar, el proyecto propone que el Instituto
guarde  en  depósito  los  antecedentes  reunidos  por  la
Comisión  Nacional  de  Verdad  y  Reconciliación,  por  la
Corporación  Nacional  de  Reparación  y  Reconciliación,  el
Programa de Derechos Humanos dependiente del Ministerio del
Interior, y por la Comisión de Prisión Política y Tortura
creada  por  D.S.  
Nº 1040, de Interior, del año 2003.

Finalmente,  propone  que  pueda  requerir,  reunir  y
procesar el conjunto de la información existente en poder
de entes públicos, así como solicitarla a entes privados,
que  diga  relación  con  las  violaciones  a  los  derechos
humanos o la violencia política a que se refiere el Informe
de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación.

Para  darle  continuidad  a  esta  tarea,  el  proyecto
establece  que  el  Instituto  sea  el  continuador  de  las



funciones  y  de  los  recursos  asignados  al  Programa  de
Derechos Humanos dependiente del Ministerio del Interior.
En tal sentido, por ejemplo, puede seguir siendo parte en
los procesos que tiene a su cargo esta unidad.
7. Limitaciones en relación a la función jurisdiccional.

Con el fin de evitar interferencias en el rol de los
tribunales, el proyecto propone una serie de limitaciones
para el actuar del Instituto

En primer lugar, el proyecto permite que el Instituto
emita  su  opinión  respecto  de  prácticas  judiciales  o
precedentes jurisdiccionales que impliquen una violación a
los derechos humanos de acuerdo a la legislación nacional o
internacional sobre la materia.

En segundo lugar, el Instituto no podrá pronunciarse
en caso alguno acerca de denuncias que tengan su origen en
actuaciones  jurisdiccionales  de  los  tribunales  que  se
susciten entre particulares.

En  tercer  lugar,  el  Instituto  no  podrá  conocer  de
aquellas denuncias por cuestiones respecto de las cuales
esté pendiente resolución judicial. Para tal efecto, debe
suspender dicho conocimiento, si iniciada su actuación, se
interpusiere por persona interesada demanda o recurso ante
los tribunales ordinarios. 

Finalmente, el Instituto no puede pronunciarse sobre
la responsabilidad que, con arreglo a las leyes, pudiere
caber a personas individuales ni sobre el derecho que pueda
asistirle  a  determinada  persona  a  recibir  alguna
reparación.  No  obstante,  si  en  el  cumplimiento  de  sus
funciones  tuviere  conocimiento  de  hechos  que  revistan
caracteres de delito, debe ponerlos, sin más trámite, en
conocimiento de los Tribunales de Justicia. 
8. Régimen transitorio.

La primera designación de consejeros se hará a los
sesenta días de la entrada en vigencia de la presente ley.

Para la primera designación del consejero designado
por las instituciones vinculadas a la defensa y protección
de los derechos humanos, el registro necesario para ello,
lo llevará el Ministerio del Interior. 

En segundo lugar, el Instituto se entenderá legalmente
constituido una vez que el Consejo tenga su primera sesión
válida.

V. PALABRAS FINALES.

Con este proyecto, entonces, se cumple un compromiso
de este Gobierno; también con una propuesta de la Comisión
Nacional  sobre  Prisión  Política  y  Tortura;  se  asume  un
compromiso internacional de nuestro país y, finalmente, se
acoge una necesidad de nuestra institucionalidad.



En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra
consideración, para ser tratado en la actual Legislatura,
Extraordinaria,  de  Sesiones  del  Congreso  Nacional,  el
siguiente

PROYECTO DE LEY:
“TÍTULO I

Ámbito y funciones
Artículo 1°.- Créase el Instituto Nacional de Derechos

Humanos,  en  adelante  también  “el  Instituto”,  como  una
corporación autónoma de derecho público, con personalidad
jurídica y patrimonio propio. 

Su domicilio será la ciudad de Santiago.
Artículo  2º.-  El  Instituto  tiene  por  objeto  la

promoción  y  protección  de  los  derechos  humanos  de  las
personas que habiten en el territorio de Chile, de acuerdo
con las normas de esta ley. 

Artículo  3°.-  Para  los  efectos  de  esta  ley,  se
entenderá por derechos humanos aquellos derechos esenciales
que emanan de la naturaleza humana, y que se encuentran
establecidos  en  las  normas  constitucionales  y  legales
chilenas,  así  como  en  los  tratados  internacionales  que
hubieren sido ratificados por Chile y que se encuentren
vigentes.

Artículo  4°.-  Le  corresponderá  especialmente  al
Instituto: 
1. Elaborar un Informe Anual, que deberá presentar al
Presidente de la República, al Congreso Nacional y al
Presidente  de  la  Corte  Suprema,  sobre  la  situación
nacional  en  materia  de  derechos  humanos  y  hacer  las
recomendaciones que estime convenientes para su debido
resguardo y respeto;

2. Hacer presente al Gobierno y a los distintos órganos
públicos  que  estime  convenientes,  las  situaciones,
prácticas  o  actuaciones  de  violación  de  los  derechos
humanos que ocurran en cualquier parte del país; 

3. Someter a consideración de los poderes públicos las
medidas  que  estime  deban  adoptarse  para  favorecer  la
protección y la promoción de los derechos humanos;

4. Promover que la legislación, los reglamentos y las
prácticas nacionales se armonicen con los instrumentos
internacionales de derechos humanos en los que el Estado
sea parte, y que su aplicación sea efectiva;

5. Promover acciones tendientes a determinar el paradero
y las circunstancias de la desaparición o muerte de las
personas detenidas desaparecidas y de aquellas que no
obstante existir reconocimiento legal de su deceso, sus
restos  no  hubieren  sido  ubicados,  establecidas  en  el
artículo 6° de la Ley N° 19.123, y que fueron reconocidos



como  tales  por  la  Comisión  Nacional  de  Verdad  y
Reconciliación  o  por  la  Corporación  Nacional  de
Reparación y Reconciliación. En el cumplimiento de este
objetivo, deberá recopilar, analizar y sistematizar toda
información útil a este propósito; podrá hacerse parte o
coadyuvar en los procesos civiles o criminales; también
podrá requerir información acerca del funcionamiento de
los  mecanismos  reparatorios  e  impulsar,  coordinar  y
difundir  acciones  de  orden  cultural  y  simbólico
destinados  a  complementar  el  respeto  a  los  derechos
humanos y a reivindicar a las víctimas y a preservar su
memoria histórica.

6. Guardar en depósito los antecedentes reunidos por la
Comisión  Nacional  de  Verdad  y  Reconciliación,  por  la
Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, el
Programa de Derechos Humanos dependiente del Ministerio
del Interior, y por la Comisión de Prisión Política y
Tortura creada por D.S. Nº 1040, de Interior, del año
2003;

7. Requerir,  reunir  y  procesar  el  conjunto  de  la
información existente en poder de entes públicos, así
como solicitarla a entes privados, que diga relación con
las violaciones a los derechos humanos o la violencia
política  a  que  se  refiere  el  Informe  de  la  Comisión
Nacional de Verdad y Reconciliación;

8. Colaborar, en el ámbito de sus atribuciones, con el
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  y  demás  servicios
públicos relacionados, en la elaboración de los informes
que el Estado deba presentar a los órganos y comités
especializados  de  las  Naciones  Unidas  y  de  la
Organización de Estados Americanos, así como de las demás
instituciones regionales;

9. Cooperar con las Naciones Unidas, las instituciones
regionales y las instituciones de otros países que sean
competentes, en la promoción y protección de los derechos
humanos; 

10.  Difundir  el  conocimiento  de  los  derechos  humanos,
favorecer su enseñanza en todos los niveles del sistema
educacional y promover la realización de investigaciones,
estudios  y  publicaciones,  otorgar  premios,  patrocinar
actos y eventos relativos a estas materias, y realizar
todo aquello que propenda a consolidar una cultura de
respecto a los derechos humanos en el país.

11. Prestar su asesoría, en materias de su competencia, a
organismos  públicos  y  privados  que  lo  soliciten;
asimismo, desarrollar la cooperación, asesoría técnica e
interlocución  con  corporaciones,  fundaciones  y  demás
organizaciones privadas cuyos objetivos se relacionen con
las  funciones  del  Instituto,  y  celebrar  con  ellas
convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés
común;



12. Las  demás funciones  que la  ley y  sus estatutos  le
otorgue.

Artículo 5º.- Para el ejercicio de sus atribuciones,
el  Instituto  podrá  solicitar  la  colaboración  de  los
distintos órganos de Estado. Podrá asimismo, recibir todos
los  testimonios  y  obtener  todas  las  informaciones  y
documentos necesarios para el examen de las situaciones
comprendidas en el ámbito de su competencia. 

Igualmente, el Instituto podrá celebrar convenios con
Instituciones o Corporaciones sin fines de lucro, para que
éstas  presten  la  asistencia  profesional  necesaria  para
cumplir con los fines del Instituto. 

Artículo  6º.-  Las  actuaciones  del  Instituto  y  sus
recomendaciones  serán  públicas.  Sin  perjuicio  de  lo
anterior y de lo señalado en el artículo 15 de la Ley Nº
19.992, el Consejo a que hace referencia el artículo 8º,
podrá determinar que ciertas actuaciones, antecedentes o
documentos deben ser reservados, estando obligados en este
caso los consejeros y funcionarios a guardar sigilo.

Artículo 7º.- El Instituto no podrá pronunciarse en
caso alguno acerca de denuncias que tengan su origen en
actuaciones  jurisdiccionales  de  los  tribunales  que  se
susciten entre particulares.

Asimismo, no podrá conocer de aquellas denuncias por
cuestiones respecto de las cuales esté pendiente resolución
judicial. Para tal efecto, suspenderá dicho conocimiento,
si  iniciada  su  actuación,  se  interpusiere  por  persona
interesada  demanda  o  recurso  ante  los  tribunales
ordinarios. 

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 4º Nº
5.-,  el  Instituto  no  podrá  pronunciarse  sobre  la
responsabilidad que, con arreglo a las leyes, pudiere caber
a  personas  individuales  ni  sobre  el  derecho  que  pueda
asistirle  a  determinada  persona  a  recibir  alguna
reparación. 

Si en el cumplimiento de sus funciones el Instituto
tuviere conocimiento de hechos que revistan caracteres de
delito, deberá ponerlos, sin más trámite, en conocimiento
de los Tribunales de Justicia. 

Con  todo,  el  Instituto  podrá  emitir  su  opinión
respecto  de  prácticas  judiciales  o  precedentes
jurisdiccionales  que,  en  opinión  de  la  mayoría  de  su
Consejo, impliquen una violación a los derechos humanos de
acuerdo a la legislación nacional o internacional sobre la
materia. 

Título II
De la Organización

Artículo  8º.-  La  Dirección  Superior  del  Instituto
corresponderá a un Consejo, integrado por siete consejeros.



Un consejero será designado por la Cámara de Diputados
y otro por el Senado. El tercero será designado por los
decanos de las Facultades de Derecho de las universidades
integrantes  del  Consejo  de  Rectores  y  de  universidades
autónomas. El cuarto será designado por las instituciones
vinculadas  a  la  defensa  y  promoción  de  los  derechos
humanos, que se inscriban en un registro que llevará el
Instituto. Los otros tres consejeros serán designados por
el Presidente de la República. De estos últimos, el Consejo
elegirá a su Director.

Los consejeros, que deberán ser personas de reconocida
trayectoria en el ámbito de los derechos humanos, serán
nombrados  por  un  período  de  6  años,  y  no  podrán  ser
removidos  sin  acuerdo  del  órgano  que  lo  designó.  La
remoción la podrá solicitar el Presidente de la República o
dos tercios de los consejeros fundada en incapacidad, mal
comportamiento o negligencia manifiesta en ejercicio de sus
funciones.

También  serán  causales  de  cesación  en  el  cargo  la
renuncia  aceptada  por  el  Consejo  y  la  inhabilidad  o
incompatibilidad  sobrevinientes  que  señalen  en  los
estatutos.

Los  consejeros,  con  excepción  del  Director,  cuya
remuneración será determinada por el Consejo, percibirán
como  única  dieta  el  equivalente  a  cuatro  Unidades
tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, a
sesión de Consejo o Comisión, con un máximo por cada mes
calendario de cinco sesiones mensuales. Los consejeros que
sean funcionarios del Estado no tendrán derecho a dieta.

El Consejo adoptará sus decisiones por acuerdo de la
mayoría de los consejeros en ejercicio, salvo la señalada
en el artículo 4º Nº 2, que requerirá de los dos tercios de
los consejeros.

Artículo 9º.- Corresponderá al Consejo:
1. Aprobar,  a  proposición  del  Director,  los  planes  y
programas de acción del Instituto, para el cumplimiento
de su cometido; 

2. Pronunciarse acerca de los informes anuales que el
Director del Instituto deberá hacer al Presidente de la
República, al Congreso Nacional y al Presidente de la
Corte Suprema;

3. Pronunciarse  acerca  del  informe  de  gestión
presupuestaria  que  anualmente  deberá  presentar  el
Director;

4. Emitir su pronunciamiento acerca de las consultas que
el Presidente de la República, el Congreso Nacional o los
Tribunales  de  Justicia  le  hagan,  en  el  marco  de  sus
competencias;

5. Requerir de los ministerios, servicios y organismos de
la  administración  del  Estado  la  información  y
antecedentes  que  sean  necesarios  para  el  conocimiento



sobre  una  cuestión  que  pertenezca  especialmente  a  su
competencia;

6. Comisionar  a  uno  o  más  consejeros  o  al  Director
Ejecutivo para recibir, en las regiones, informaciones
relativas a su competencia.

7. Dictar todos los estatutos y normas necesarias para su
funcionamiento  interno,  incluido  la  relativa  a  su
organización interna, y

8. Resolver toda otra materia que sea necesaria para el
adecuado desarrollo de la competencia del Instituto.

Artículo 10.- Corresponderá al Director del Instituto:
1. Dirigir administrativamente el Instituto;
2. Presidir las sesiones del Consejo; 
3. Representar  judicial  y  extrajudicialmente  al
Instituto,  así  como  ejercer  su  representación
internacional; 

4. Dictar  las  resoluciones  necesarias  para  dar
cumplimiento a los acuerdos del Consejo; 
5. Informar anualmente al Presidente de la República, al
Congreso Nacional y al Presidente de la Corte Suprema,
acerca del desarrollo de sus actividades, y del estado de
los derechos humanos en el país;

6. Realizar  todas  las  acciones  que  el  Consejo  le
encomiende, y
7. Las demás que le señale la ley y sus estatutos.

Artículo 11.- Para el desarrollo de sus tareas, el
Consejo podrá establecer comisiones internas de trabajo,
que se encargarán de tareas o materias específicas que sean
propias del Instituto.

Cada  comisión  será  presidida  por  un  miembro  del
Consejo,  y  se  podrá  invitar  a  participar  de  ellas  a
personas destacadas y de probada experiencia en la materia
de que se trate. Los miembros del Consejo podrán participar
en  todas  las  comisiones  que  se  formen,  sin  limitación
alguna.

Los acuerdos de las comisiones referidas tendrán el
carácter de recomendación para el Consejo o el Director.

Artículo 12.- Un Consejo Consultivo Nacional, en el
que  estarán  representados  los  organismos  sociales  y
académicos  dedicados  a  la  promoción  y  defensa  de  los
derechos humanos y las libertades fundamentales, integrado
de  la  forma  que  establezca  el  estatuto,  prestará  su
asesoría  al  Consejo  en  todas  aquellas  cuestiones  de  su
competencia que requieran, para su adecuada resolución, del
pronunciamiento de la sociedad civil. 

Corresponderá al estatuto determinar los casos y la
forma en que se prestará dicha asesoría. 

Título III
De la gestión



Artículo 13.- Las personas que presten servicios en el
Instituto, tendrán el carácter de trabajadores del sector
privado y se regirán exclusivamente por los respectivos
contratos de trabajo y por la legislación laboral común.

Artículo  14.-  Los  actos  que  celebre  o  ejecute  el
Instituto también se regirán por las normas del derecho
privado.

Artículo 15.- Sin perjuicio de lo establecido en los
artículos  anteriores,  la  información  del  movimiento
financiero y presupuestario del Instituto deberá cumplir
con las normas establecidas en el Decreto Ley Nº 1263, de
1975, sobre administración financiera del Estado.

Asimismo,  el  Instituto  estará  sometido  a  la
fiscalización de la Contraloría General de la República en
lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de
entradas y gastos. 

Título IV
Del Patrimonio

Artículo  16.-  El  patrimonio  del  Instituto  estará
formado por: 
1. Los  recursos  que  contemple  anualmente  la  Ley  de
Presupuestos de la Nación;

2. Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran al
Instituto o que éste adquiera a cualquier título y por
los frutos de esos mismos bienes;

3. Las donaciones, incluidas las del artículo 3º de la
Ley Nº 19.992, herencias y legados que el Consejo acepte,
y

4. Los aportes de la cooperación internacional que reciba
a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos.

Las donaciones en favor del Instituto no requerirán
del trámite de insinuación judicial a que se refiere el
artículo  1.401  del  Código  Civil  y  estarán  exentas  del
impuesto  a  las  donaciones  establecidas  en  la  ley  No.
16.271. 

Normas transitorias
Artículo  1º  transitorio.-  El  Instituto  será  el

continuador de las funciones y de los recursos asignados al
Programa de Derechos Humanos dependiente del Ministerio del
Interior.

Artículo 2º transitorio.- La primera designación de
consejeros se hará a los sesenta días de la entrada en
vigencia de la presente ley.

Para la primera designación del consejero designado
por las instituciones vinculadas a la defensa y protección
de los derechos humanos, el registro a que se refiere el
inciso segundo del artículo 8º, lo llevará el Ministerio
del Interior. 



El Instituto se entenderá legalmente constituido una
vez que el Consejo tenga su primera sesión válida.

Artículo  3º  transitorio.-  Sin  perjuicio  de  lo
dispuesto en el artículo 9º Nº 7 de esta ley, facúltase al
Presidente de la República para que dentro del plazo de un
año, y por decreto expedido a través del Ministerio del
Interior,  suscrito  además  por  el  Ministro  de  Hacienda,
apruebe los estatutos del Instituto.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.):  RICARDO  LAGOS  ESCOBAR,  Presidente  de  la
República;  JOSÉ  MIGUEL  
INSULZA SALINAS, Ministro del Interior; NICOLÁS EYZAGUIRRE
GUZMÁN, Ministro de Hacienda”.

INFORME FINANCIERO
PROYECTO DE LEY QUE CREA INSTITUTO DE DERECHOS HUMANOS

Mensaje Nº 508-352
El  presente  proyecto  de  ley  crea  el  Instituto  de

Derechos Humanos como una corporación autónoma de derecho
público, con personalidad jurídica y patrimonio propio.

El Instituto será el continuador de las funciones y de
los  recursos  asignados  al  Programa  de  Derechos  Humanos
dependiente  del  Ministerio  del  Interior.  Los  recursos
asignados en la Ley de Presupuestos 2005 para este programa
ascienden a $ 532.243 miles.

El patrimonio del Instituto estará formado por: (i)
Los  recursos  que  contemple  anualmente  la  Ley  de
Presupuestos  de  la  Nación;  (ii)  Los  bienes  muebles  e
inmuebles  que  se  transfieran  al  Instituto  o  que  éste
adquiera a cualquier título y por los frutos de esos mismos
bienes; (iii) Las donaciones, incluidas las del artículo 3º
de la ley Nº 19.992, herencias y legados que el Consejo
acepte, y (iv) Los aportes de la cooperación internacional
que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus
objetivos.

El costo fiscal de este proyecto de ley corresponderá,
para  cada  año,  a  los  recursos  que  se  asignen  a  este
instituto en la respectiva Ley de Presupuestos.

(Fdo.):  MARIO  MARCEL  CULLELL;  Director  de
Presupuestos”.
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